Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:14). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Solicitudes de audiencia de Centro Militar, Club Fuerza Aérea, Club Naval y Equipo de 
Análisis de la Seguridad Social Militar, Centro de Pasividades de las Fuerzas Armadas, Círculo Militar, 
Centro de Oficiales Retirados de las Fuerzas Armadas, referentes al proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo por el que se crea una prestación pecuniaria de asistencia al Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas. 


Hipoteca inversa. Creación. Proyecto de ley con exposición de motivos del señor senador Luis 
Lacalle Pou. Carpeta n.* 689/2016. Distribuido n.* 1013/2016». 


SEÑOR MICHELINI.- Hay dos proyectos que habría que poner en el orden del día. Sé que el próximo 
jueves viene el ministro, pero después podemos quedarnos un rato más para discutir los dos 
proyectos: el relativo al lASS y el de competitividad. Se pidieron plazos y en el caso del proyecto de ley 
sobre competitividad se iban a hacer modificaciones, que no sé si el Poder Ejecutivo envió; entonces, 
las reiteramos para que secretaría las distribuya a todos los señores senadores e incluimos el tema en 
el orden del día de la próxima sesión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con respecto al lASS la comisión propuso al Poder Ejecutivo la posibilidad 
de dividir la franja más grande en dos —fue una propuesta que hizo Onajpu en la comisión—, pero 
todavía no tuvimos respuesta. En el caso del proyecto sobre competitividad no se han recibido desde el 
Poder Ejecutivo posibles variantes. Estamos en contacto con Álvaro Ons por si surgen modificaciones 
desde el Poder Ejecutivo. 


El ministerio no pudo venir hoy y pidió ser recibido el próximo jueves para hablar sobre el 
tema que vamos a tratar hoy. 


(Ingresan a sala las siguientes delegaciones: Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas; 
Centro Militar; Club Fuerza Aérea; Club Naval; Equipo de Análisis de la Seguridad Social Militar; Centro 
de Pasividades de las Fuerzas Armadas; Círculo Militar y Centro de Oficiales Retirados de las Fuerzas 
Armadas). 


—Les agradecemos que estén acá y también estamos dando respuesta a vuestra solicitud a 
través de las notas que recibimos. En la comisión decidimos recibirlos a todos juntos para que puedan 
volcar su opinión y su parecer respecto del proyecto de ley que está en tratamiento. 


SEÑOR FÍGOLI.- Muy buenos días. Soy el General Hebert Fígoli, coordinador del equipo de análisis 
de la Seguridad Social Militar. 


En nombre de la mesa representativa de los clubes y centros sociales de las Fuerzas 
Armadas, del equipo coordinador que tengo el honor de presidir y, en particular, de los distinguidos 
profesionales del derecho que nos acompañan, doctores Aguirre y Mosco, deseo enfatizar nuestro 
agradecimiento a los distinguidos parlamentarios integrantes de la Comisión de Hacienda del Senado. 


Desde ya muchas gracias por vuestra cortesía y está de más decir que en el futuro 
quedamos abiertos y a total disposición para evacuar cualquier tipo de dudas o consultas sobre este 
tema que nos resulta tremendamente preocupante. 


Para iniciar nuestra comparecencia vale preguntarse por qué el Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas recibe asistencia financiera del Estado. Podríamos enumerar 
muchas razones, pero me voy a permitir reseñar las que entendemos más importantes. 


En primer lugar, se justifica habida cuenta la reducción de la cantidad de cotizantes. La 
política de reducción de efectivos de las Fuerzas Armadas seguida por distintos gobiernos desde el año 
1985, ha significado una disminución del 32 % de cotizantes al sistema, lo que unido al incremento de 
la expectativa de vida de retirados y pensionistas ha determinado la relación de un activo por casi dos 
pasivos. Hoy aportan —en números gruesos-— prácticamente 27.000 activos y se realizan prestaciones a 
35.000 retirados y 14.700 pensionistas. 


En segundo término, el aporte patronal y montepío son menores que otros sistemas y el 
Estado no realiza aportes por tiempos bonificados, como establece la Ley n.* 16.713. 


En tercer lugar, la masa salarial del personal en actividad es la más baja del Estado. Más del 
50 % son soldados, marineros, con un ingreso que no supera los $ 14.000. A título de ejemplo, más del 
60 % de los soldados, marineros viven bajo la línea de pobreza o indigencia. 


En cuarto término, los incrementos anuales de haberes de retiro y pensiones se fijan por el 
índice medio de salarios, los que son normalmente superiores a los aumentos que percibe el personal 
en actividad, que ajusta por índice de precios al consumo. 


Es interesante destacar que los mayores montos de las pasividades corresponden a los 
retirados por leyes aprobadas en democracia, en particular la Ley n.* 16.226, de incentivo al retiro 
anticipado, de noviembre de 1991, y la Ley n.* 17.949, de recomposición de carrera por motivos 
políticos o ideológicos, de enero del año 2006, que otorgó grados de general aumentados en un 25 % 
como renta vitalicia y un beneficio extra de veinticuatro sueldos. 


Si observamos la exposición de motivos del proyecto de ley del potencial eventual futuro 
impuesto se deduce que se pretende recaudar aproximadamente USD 40:000.000. Si consideramos 
que lo que recauda el servicio de retiros por concepto del lASS son aproximadamente 
USD 28:000.000, este potencial impuesto resultaría igual a un nuevo lASS más un 45 %. 


Señores senadores: ¿qué pasará a partir del 1. de enero de 2017 si se aprueba este 
impuesto a los retiros y pensiones militares? Acorde a lo establecido en la ley de rendición de cuentas, 
las pasividades se verán afectadas por los incrementos en los porcentajes para el actual lASS y por el 
nuevo impuesto que gravará el monto nominal mensual de los retiros y pensiones militares. Al aplicar 
este impuesto adicional, por el hecho de ser retirado o pensionista militar, se deberá pagar dos tributos 
de igual naturaleza; ¡dos tributos! Ambos impuestos se calculan sobre el nominal. Esto implica que se 
pague sobre una cantidad que está afectada para cubrir otro impuesto e, incluso, otras cargas 
obligatorias por ley, como el Hospital Militar, servicio fúnebre y la asistencia social, fundamentalmente 
en beneficio del personal subalterno —soldados, personal de tropa— por solidaridad intergeneracional. 


Seríamos, entonces, los únicos pasivos del Uruguay a quienes se aplica una doble 
imposición ante el mismo hecho o agente generador, lo que viola el principio de igualdad contemplado 
en la Constitución. Pero veamos la siguiente argumentación por el absurdo. Al pretender disminuir el 
llamado déficit que suponen los retiros y pensiones militares, se incurre en un absurdo similar al crear 
un impuesto a los funcionarios de Ancap para financiar el déficit de la empresa. Es el mismo absurdo 
que se daría si a los jubilados del Banco de Previsión Social, además del lASS, se les aplicara otro 
impuesto de naturaleza similar para disminuir el abultado déficit de dicho ente. 


El aporte de los militares correspondiente al impuesto de asistencia a la seguridad social va 
al Banco de Previsión Social, no al Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. O sea 
que los militares retirados financiamos, en parte, al resto de los jubilados. 


El nuevo impuesto que se pretende aplicar tiene el mismo objeto de asistir a la seguridad 
social, en este caso, a quienes perciben haberes del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 


Armadas. Pero hemos analizado el impacto del actual lASS y del nuevo impuesto y hemos visto que 
muchos pagarán casi el 50 % —¡50 %!- de sus haberes de retiro o pensiones. Entendemos que esto 
es confiscatorio porque se hace sobre alícuotas absolutamente desmedidas y que no se aplican a 
ningún tipo de hecho generador, bienes, servicios o capital de nuestra sociedad. 


Observamos también que se viola la capacidad contributiva. El proyecto de ley no respeta 
franjas; se aplica plano al haber de retiro nominal y no es progresivo. Pero resulta también —según 
nuestra mirada— discriminatorio, ya que el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas no 
es el único servicio de seguridad social que recibe asistencia financiera del Estado, pero es el único 
que da cobertura exclusivamente a funcionarios del Estado y sus pasividades se verán lógicamente 
afectadas por el nuevo impuesto. 


También ponemos nuestra mirada en que incidirá en aquellos que realizaron el mayor aporte 
personal y patronal durante su vida activa, incluso más allá de los 36 años obligatorios para abonar 
montepío. Son los que permanecieron más tiempo en las Fuerzas Armadas sujetos a un régimen 
jurídico que estructuró la formación, la capacitación, el sistema de ascensos y los tiempos de 
permanencia en las diferentes jerarquías. Somos quienes mantuvimos dedicación exclusiva al servicio 
de las Armas y asumimos las mayores responsabilidades. En este sentido, la propuesta puede generar 
un antecedente totalmente negativo para el personal superior y subalterno, los que están en actividad, 
respecto a sus expectativas profesionales, a su plan de carrera y, obviamente, a su economía 
doméstica o familiar. 


Entendemos que el impuesto que se pretende aplicar lesiona los derechos adquiridos de 
muchos retirados que, sujetos al estatuto militar y regímenes específicos, legislados en democracia, 
cumplieron con el proceso natural de su carrera: ingresar a las Fuerzas Armadas, estar en actividad y 
pasar a situación de retiro luego de más de 40 años de servicio. 


El retiro es una fase de la carrera a la que se ingresa en forma voluntaria u obligatoria. Esa 
situación de retiro no implica dejar de pertenecer a las Fuerzas Armadas. El militar sigue revistando en 
el retiro y sujeto al estatuto militar en cuando corresponda. 


Resulta injusto que a esta altura de nuestras vidas se cambien las reglas y que se aplique 
otro impuesto más, en una etapa muy especial en que, por edad, no se puede salir a trabajar. 


Muchos de los retirados y pensionistas tienen serios quebrantos de salud, han adquirido 
compromisos económicos, préstamos hipotecarios y bancarios, la mayoría con nula capacidad de 
ahorro. Son situaciones muy difíciles de paliar ante la reducción de sus ingresos. 


El artículo 7. del proyecto de ley establece que tendrá carácter transitorio hasta que se 
establezcan las condiciones definitivas. Entendemos, de su lectura, que revistará carácter permanente. 


Podríamos expresar una larga lista de potenciales impactos en caso de que este tributo se 
aplique pero, básicamente, me permito reseñar lo siguiente. Entendemos que afectará negativamente 
la retención del personal en actividad, particularmente el técnico y especializado que llevó muchos 
años conformar, especializar, cuya pérdida constituye realmente un panorama más que complejo para 
las Fuerzas Armadas. Va de suyo que ello implicará la pérdida de la capacidad operacional de sus tres 
componentes: Ejército, Armada y Fuerza Aérea Uruguaya. 


Me gustaría llamar la atención de los señores senadores en los efectos sobre la sanidad 
militar, ante el eventual retiro de un número importante de médicos, nurses, enfermeros y personal 
técnico; no olvidemos que es la reserva del sistema nacional de salud en caso de huelga o conflicto 
sindical. Esto provocará en los conciudadanos, al ver afectadas sus expectativas por el impuesto, una 
aceleración en la tendencia al retiro ya que sus magros ingresos no admitirían su permanencia, por 
cuanto podrían optar por el retiro en las actuales condiciones y volcar sus esfuerzos en otras fuentes 
laborales. Me permito recordar que sanidad militar atiende aproximadamente 150.000 usuarios que se 
encuentran fuera del sistema nacional de salud. El efecto de un retiro masivo, en este sistema de salud 
militar, afectará no solo a los usuarios del Hospital Militar, sino también a la comunidad, ya que el 


mismo brinda servicios que se extienden al resto de la población. Por ejemplo, el programa de 
trasplante hepático, el funcionamiento de diferentes Imaes —cardiológico, marcapaso, 
traumatológico—, el banco de tumores. Incluso, se verá comprometido el funcionamiento de un 
angiógrafo a ser instalado en poco tiempo y afectará las residencias de postgrado —urología, 
cardiología, ginecología, etcétera—, así como la práctica que diferentes escuelas de enfermería y 
auxiliares realizan en el Hospital Militar. 


También debemos tener en cuenta algo no menos importante: el 80 % del equipamiento que 
tienen estos servicios es propiedad de sanidad militar. Si no se cuenta con los profesionales 
capacitados y con la experiencia necesaria, estos servicios se verán seriamente afectados, con 
impacto en todo el territorio nacional. 


Para finalizar señalo que el sistema previsional de las Fuerzas Armadas es compatible con la 
profesión militar, con características específicas, no compartidas con otra categoría laboral, ya que el 
estatuto que nos rige es diferente. El retiro no constituye un privilegio, no supone un favor especial; es 
el que corresponde a los militares de acuerdo con la legislación vigente e implica mantener el estado 
militar, con derechos y obligaciones —algunos de ellos de por vida—, pudiendo llegar al extremo de 
perder gran parte de la pasividad. 


Entendemos que la defensa nacional, en tanto bien público y servicio esencial indelegable, 
es responsabilidad del Estado nación. Por lo tanto, la asistencia financiera al servicio de retiros y 
pensiones debería ser soportada por la sociedad en su conjunto, en el marco global de todo el sistema 
de previsión social. 


A los gobernantes, a los decisores de políticas públicas, pero particularmente a ustedes, 
distinguidos conciudadanos parlamentarios, les quiero citar una frase que hace tiempo escuché de un 
amigo: «No hay mejor sociedad humana que aquella determinada por la calidad de sus hombres». Es 
por esto que aspiro a conseguir de todos los actores la ponderación y la ecuanimidad necesarias para 
comprender situaciones como esta y encontrar el mejor camino que permita otorgar a los profesionales 
de las Armas y a sus familias, en el declinar de sus vidas, un futuro acorde a los servicios tan 
especiales que por su condición de soldados brindaron con amor, entrega y desinterés. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR AGUIRRE.- Señora presidenta de la Comisión de Hacienda del Senado, señores senadores: 
voy a hacer uso de la palabra para referirme a los aspectos jurídicos de este proyecto de ley que, en mi 
opinión, adolece de un claro vicio de inconstitucionalidad. ¿Por qué digo esto? Porque en las 
elecciones de 1989 —de muy grato recuerdo para el dicente—, cuando se plebiscitaron conjuntamente 
unos aditivos al artículo 67 de la Constitución promovidos por la recolección de firmas de las 
organizaciones de pasivos, se incorporaron dos incisos que rezan de la siguiente manera. El primero 
de ellos dice: «Los ajustes de las asignaciones de jubilación y pensión no podrán ser inferiores a la 
variación del Índice Medio de Salarios, y se efectuarán en las mismas oportunidades en que se 
establezcan ajustes o aumentos en las remuneraciones de los funcionarios de la Administración 
Central». 


El segundo inciso establece: «Las prestaciones previstas en el inciso anterior se financiarán 
sobre la base de: 


A) Contribuciones obreras y patronales y demás tributos establecidos por ley. Dichos 
recursos no podrán ser afectados a fines ajenos a los precedentemente mencionados, y 


B) La asistencia financiera que deberá proporcionar el Estado, si fuera necesario». Este 
último literal es muy importante. 


De estos dos aditivos al artículo 67 de la Constitución que fue incorporado en la reforma de 
1934 resultan dos conclusiones muy claras. En primer lugar, ha sido voluntad del constituyente —esa es 
la ratio legis de estos agregados— que exista un procedimiento para mantener el poder adquisitivo de 


las pasividades, ya sean jubilaciones o pensiones. A tal efecto, el segundo inciso del actual artículo 67 
establece el mecanismo del ajuste —entiéndase como aumento— de las pasividades en los mismos 
montos, porcentajes y oportunidades que se aumenten las retribuciones de los funcionarios de la 
Administración Central. 


En segundo lugar y en cuanto a la financiación, se establece —como es de orden en todo 
sistema de pasividades, de seguridad social el aporte de las contribuciones obreras y patronales, pero 
si esto no alcanzare se dispone que, al igual que ocurre en el Banco de Previsión Social, el déficit se 
cubrirá con la asistencia financiera que deberá proporcionar el Estado. Es decir que, de acuerdo con el 
artículo 67 de la Constitución, el faltante lo tiene que proporcionar el Estado y no el beneficiario, el 
pasivo; no se concibe otra cosa, a pesar de que en el actual sistema de seguridad social hay un 
impuesto, el lASS —que también considero inconstitucional-, por el cual, en menor cuantía que el 
tributo que se va a crear por este proyecto de ley, los jubilados y pensionistas también contribuyen a 
paliar ese déficit. 


En consecuencia, hay una inconciliabilidad absoluta entre el sistema instaurado en el artículo 
67 de la Constitución de la República en los dos agregados de la reforma del año 1989 y lo que 
establece este proyecto de ley. El sistema constitucional actual en esta materia del artículo 67 es que si 
hay déficit se financia con contribuciones obreras y patronales, como es de orden, y el faltante lo tiene 
que poner el Estado, no el beneficiario del sistema. Eso no se concibe. De allí que yo considero que 
este proyecto de ley es burdamente inconstitucional. 


Además, quiero decir que, aunque se le denomina «tributo» e indiscutidamente es un 
impuesto, en la práctica no funciona como un impuesto, sino como una rebaja de la pasividad. Paso a 
explicar. En un impuesto hay que hacer una liquidación y presentarse a pagar en la DGI o en Abitab, 
como se estila ahora. Si es un impuesto relativamente complejo como, por ejemplo, en mi caso, 
debido al IRPF que pago por mi actividad profesional he contratado a un estudio contable que me hace 
la liquidación y yo después voy y pago. Pero aquí no; simplemente el Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas —como lo dice expresamente el proyecto de ley-— retendrá el importe del 
tributo, es decir, que es una rebaja de la jubilación o de la pensión. De acuerdo al proyecto de ley, es 
un impuesto, pero en los hechos es una rebaja de la pasividad. Esto es inadmisible. 


Otra cosa que quiero decir es que el proyecto, como resulta de la exhaustiva y excelente 
exposición del General Fígoli, incurre en superposición impositiva, la cual en materia de tributos 
departamentales está prohibida por el artículo 298 de la Constitución de la República. Tan así es que 
eso fue lo que motivó la declaración de inconstitucionalidad del impuesto llamado ICIR —que gravaba a 
los terratenientes, a la concentración de inmuebles rurales— fue declarado inconstitucional por la Corte 
porque incurría en superposición impositiva prohibida por el artículo 298 de la Constitución. 


Con respecto a los demás tributos —estas son prestaciones de la seguridad social, no existe 
una disposición expresa de la Constitución que prohíba la superposición impositiva, pero 
indiscutiblemente, de acuerdo a las enseñanzas del ilustre maestro Ramón Valdés Costa, la 
superposición impositiva es de mala técnica legislativa y desmerece las virtudes que pueda tener un 
sistema tributario. 


No tengo nada más que agregar. 


SEÑOR MOSCO (Nelson).- Señoras y señores senadores: a nuestro juicio este proyecto de ley está 
desnudando la crisis que está atravesando el sistema de seguridad social global del Uruguay y la 
necesidad de trabajar en forma urgente y eficaz para resolverlo, tanto en ingresos como en egresos por 
pasividades y por prestaciones de actividades. En este caso, la vía planteada por este proyecto de ley 
resulta un parche financiero que viene a confirmar que las pasividades establecidas por la ley quedan 
desvirtuadas por la realidad económica de un sistema que por diversas causas está en una crisis 
terminal. Si por la vía de superponer tributos seguimos reduciendo el haber de pasividad legalmente 
establecido, en definitiva, estamos haciendo un ajuste que lo va a convertir en una pensión a la vejez y 
en nada va a tener relación con el aporte que realizamos por Montepío; en nada va a tener relación con 
lo que agrega el aporte patronal y en nada va a tener relación con el tiempo de trabajo activo que cada 
persona realice. En definitiva, la única certeza que tendremos será que alguna cantidad variable vamos 


a percibir en caso de vejez, invalidez o muerte, pero no tendrá nada que ver con el haber de pasividad 
que nos fije la ley jubilatoria. Esto hace ilusoria la protección social y destruye el ahorro que durante la 
vida activa realizamos para cubrir la contingencia de la ancianidad. 


En el caso de los retirados, además del aporte del impuesto a la seguridad social que vuelca 
al BPS, que en enero próximo sufrirá el ajuste al alza de su alícuota, situación que disminuirá una vez 
más lo que todos los pasivos recibirán como actualización de sus pasividades, sufrirán además 
afectaciones a las pasividades militares, en razón de su aporte, como se dijo, al Hospital Militar, al 
servicio de tutela, y a otras prestaciones obligatorias que se le descuentan de su haber de retiro. Si se 
aprueba el presente proyecto de ley esos descuentos serán sustanciales y, a nuestro juicio, 
confiscatorios de lo que gana un pasivo. En algunos casos se llega prácticamente, como se vio, al 50 
% de disminución del haber de retiro, por lo cual el neto que tendrán para atender sus obligaciones 
económicas, personales y familiares va a ser la mitad de lo que la ley determinó que debían percibir. 


Esto no afectaría únicamente a quienes tienen una pasividad que algunos consideran 
importante, que son absoluta minoría entre los pasivos militares —sin medirla con la que reciben del 
Estado otros actores públicos—, sino a más del 80 % de los retirados que, en su mayoría, no recibirán 
siquiera lo que se considera el equivalente a una canasta básica. 


El alerta que debería despertar en el legislador esta situación es que no es nueva ni transitoria 
ni legítima. No es nueva por cuanto así surgió el lASS y sigue creciendo el descuento a los pasivos, 
civiles y militares. No sería transitoria ya que la revisión del sistema, tal como lo establecen los 
economistas más reputados, genera adecuaciones económicas no antes de los veinte años de su 
vigencia. Por lo tanto, en el mejor de los casos, persistirá la causa que se esgrime para incorporar este 
nuevo impuesto por no menos de ese tiempo. No sería legítimo ya que afectar derechos adquiridos de 
personas de esta edad sin posibilidades de generar otros ingresos con el argumento que se revisará el 
sistema para el futuro implica que la revisión del sistema será para otros, seguirá financiándose con 
parte de lo que legalmente les corresponde pero igual se les detrae. 


A todos los pasivos habría que advertirles que cada vez que exista déficit público, sea por 
causas internas o externas, no los protege ya el blindaje votado por la ciudadanía que creó el sistema 
constitucionalmente previsto que únicamente permite tributos para el pago de las prestaciones, sino 
que estamos recorriendo el camino indeseable de que lo económico se impone a lo jurídico y el que 
paga es el pasivo. Víctima de tal condición que se debate entre la incertidumbre que va desde lo que le 
asignó la ley a lo que luego de todos los impuestos que pesan sobre él en realidad le queda. 


Señora presidenta: en esta comisión y en esta Cámara está asumir con responsabilidad la 
causa justa de evitar que las pasividades sigan pareciéndose a las que se les liquidó a los jubilados por 
disposición legal. 


La pregunta que cabe hacerse es por qué los retirados deben aportar al Banco de Previsión 
Social para financiar el supuesto déficit del sistema de seguridad social si no se considera ese aporte 
para consolidar el sistema. También cabría preguntarse por qué todos los pasivos y activos no 
contribuyen a financiar el déficit presupuestal del Estado y se intenta cargar únicamente con este 
colectivo. Si hay que contribuir a financiar el déficit presupuestal del Estado es buena cosa que lo 
hagamos ente todos y que cada uno pague en relación con su capacidad económica, no que sector por 
sector deba hacerse cargo, además, de la unidad ejecutora donde le tocó desempeñarse y jubilarse, 
sobre la que no puede influir ni para disminuir sus egresos ni para aumentar sus ingresos. 


Gracias. 


SEÑOR DELGADO (Carlos).- Soy el coronel Carlos Delgado en situación de retiro y voy a hacer uso 
de la palabra en representación del Centro Militar. 


Compartimos los argumentos expuestos por quienes nos antecedieron en el uso de la 
palabra y aprovechamos la oportunidad para agregar los siguientes aspectos complementarios. 


La afectación que la aprobación de este impuesto produciría en los socios del Centro Militar 
determina una reducción en la posibilidad de pago de la cuota social. Esto producirá lógicamente una 
reducción de ingresos por ese concepto, lo que desembocará necesariamente en la reducción del 
personal, generándose la pérdida de fuentes de trabajo. Se le estaría trasladando el problema al 
trabajador que no es militar. 


La afectación que produciría un nuevo gravamen sobre el ingreso único del retirado le 
limitaría la posibilidad de mantener su presupuesto y, por lo tanto, restringiría el cumplimiento de las 
obligaciones asumidas en relación con este. Debe tenerse en cuenta que el retirado ve muy 
disminuidas las posibilidades de retomar una actividad laboral que incremente sus ingresos. Se lo 
forzaría a restringir, incluso, aquellos gastos esenciales. Se le condena, en consecuencia, a suprimir 
gastos elementales a pesar de los muchos años que aportó en actividad y a lo que por derecho ya le 
fue asignado como pasividad. Sumado esto a los descuentos obligatorios del lASS y a lo que debe 
aportar al Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas y al Servicio de Tutela Social, implica detraer 
una cantidad sustancial del haber de pasividad que recorta una existencia digna en esta etapa de la 
vida. 


También afecta a los asociados que están alojados en hogares para la tercera edad, a los que 
cubren el costo de medicamentos de alto valor, y también a los que están a cargo o apoyan a familiares 
directos, porque va a incidir en sus posibilidades de mantener esa atención en una etapa de su vida en 
la que no pueden contar con otros recursos. Quiere decir que, de aplicarse la medida que se propone, 
habría un efecto multiplicador. 


Por otra parte, para fundamentar mejor lo que estamos expresando se realizó un pedido al 
Banco de Previsión Social, amparados en las posibilidades de acceso a la información pública, por el 
que se pretende recabar información sobre los niveles de las pasividades superiores que abona el BPS 
y lo que se recauda por concepto de aportes de lASS de los retirados militares. 


Para finalizar hago entrega de un escrito con los principales puntos que recién expresamos. 
Agradezco la atención de la señora presidenta y de los integrantes de esta comisión parlamentaria. 


SEÑOR ZORRILLA.- Muy buenos días a todos. Soy el capitán de navío Artigas Zorrilla, presidente del 
Club Naval. Señoras y señores integrantes de la Comisión de Hacienda del Senado, en nombre del 
Club Naval les agradezco que nos hayan recibido para expresarles cuál es el sentir de nuestra masa 
social. 


En primer lugar, quiero decir que adhiero y reitero las palabras de quienes me antecedieron 
en el uso de la palabra. Voy a referirme a algunos puntos que, a mi criterio, no han sido tocados y a 
otros que ya se mencionaron pero sobre los cuales tenemos una perspectiva diferente. 


En este caso, los militares retirados seríamos los únicos funcionarios que tributaríamos por 
dos sistemas previsionales diferentes, al lASS que es derivado al sistema previsional general, es decir, 
al Banco de Previsión Social y al que se nos pretende aplicar que iría a Rentas Generales para 
disminuir los aportes que hace el Estado al Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 
No olvidemos que este servicio es un órgano dependiente del Ministerio de Defensa Nacional y, por lo 
tanto, se financia a través de sus rubros. 


No se respetan los derechos adquiridos por el sector de la tercera edad que ya tiene el 
derecho legítimo al amparo de la Constitución y de un marco legal específico, que evolucionó a partir 
de los conflictos armados de este país desde el siglo XIX hasta nuestros días. 


Son normas que no resultan de aspiraciones o presiones corporativas, sino que fueron 
dictadas por el Poder Ejecutivo y aprobadas por el Parlamento. 


Se dice que los militares tenemos el privilegio de retirarnos con veinte años de servicio y que, 
en ese caso, nos corresponden las veinte treintavas partes del haber de retiro, pero debemos aportar 
Montepío en forma continuada hasta los treinta y seis años de servicio. Tampoco se dice que, si 


comparamos la carga horaria, veinte años de trabajo como militar equivalen en horas trabajadas 
aproximadamente a treinta y seis años de trabajo de un funcionario público con cuarenta horas 
semanales. Nosotros, los militares realizamos un promedio de ochenta horas semanales, incluyendo 
sábados y domingos. Nuestras semanas son de siete días y no de cinco, sin derecho al cobro de 
beneficios generales tales como horas extras, nocturnidad y presentismo. 


Se da una contradicción entre los objetivos para la financiación del sistema de retiro que 
plantea el gobierno. Por un lado, pretende extender la edad de retiro del personal en actividad y, por 
otro, aplicaría un impuesto a los oficiales y al personal subalterno que cumplieron la mayor cantidad de 
años de servicio establecidos por las leyes vigentes. 


Los señores senadores deben tener presente que este cambio a las reglas de juego en el 
sistema previsional militar afecta directamente la retención del personal calificado que integra 
actualmente las Fuerzas Armadas, que percibiendo las remuneraciones más bajas de la Administración 
Pública tenía hasta ahora la posibilidad de un retiro aceptable. 


Este impuesto, además del daño económico que les va a producir a retirados y pensionistas, 
es una herramienta que provocará una fuerte corrida de militares en actividad, que ya tienen causales 
de retiro o sin ellas, porque preferirán irse de baja antes que enfrentar con sus familias un futuro 
incierto por continuar en la profesión que eligieron y en la que el Estado invirtió ingentes recursos para 
su formación. La decisión de aplicar este impuesto, más allá de aprobar un apagón en los servicios que 
diariamente prestan las Fuerzas Armadas -tanto en el país como en el exterior— profundizará 
desfavorablemente la relación activo—pasivo, incrementando el desbalance fiscal. 


Mi reflexión es que la aprobación de este proyecto de ley va a afectar definitivamente el 
cumplimiento de aquellos fines que el Estado pone a cargo de las Fuerzas Armadas. La única pregunta 
que deberíamos plantearnos es si esto es realmente lo que se pretende hacer. 


SEÑOR FALCO.- Soy presidente del Club Fuerza Aérea y, en tal condición, debo decir que 
compartimos totalmente las expresiones de quienes nos han precedido en el uso de la palabra, ya que 
en nuestra masa social, integrada por militares en actividad y en retiro, se advierte una profunda 
preocupación por la afectación que implicaría la aprobación de este proyecto de ley. 


Quiero agregar dos aspectos que nos han marcado por su significación. 


Por un lado, esta iniciativa ha generado incertidumbre e inestabilidad en cuanto a la situación 
futura de aquellos efectivos de la Fuerza Aérea que están en actividad. Esto ha generado un desaliento 
profundo y gran angustia tanto en ellos como en sus familias, puesto que sienten que su profesión 
puede verse seriamente afectada ante la incertidumbre del futuro monto de sus ingresos. A su vez, 
tampoco tienen claro cómo protegerse de la mejor manera. Lo cierto es que deben decidir entre 
permanecer en la actividad que eligieron por vocación u optar por el retiro. Sienten que, si se modifican 
las condiciones actuales, ambas opciones implican un gran perjuicio. 


Por otro lado, los retirados de la Fuerza Aérea también viven una desazón fundamental ante 
la afectación adicional que supondría este nuevo impuesto que se suma al lASS y determinaría una 
significativa detracción económica a la hora de atender sus necesidades personales y familiares. En 
consecuencia, queremos trasmitir los sentimientos de nuestros camaradas ante esta situación porque 
cuando todavía están en actividad, su retribución es escasa y cuando pasan a retiro, se encuentran 
sujetos a la tributación general, por lo que sienten que con esta acción desde el Estado no se les 
brinda certeza alguna sobre su futuro. 


SEÑOR GOMEZ.- Señora Presidenta de la Comisión de Hacienda del Senado: soy el teniente coronel 
Jorge Gómez, integro la Comisión Directiva del Centro Militar y, en este caso, expondré en 
representación de Caofa, Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Oficiales de las Fuerzas Armadas, 
como Jefe del Departamento de Recuperación de Activos. 


Somos una institución de intermediación financiera y cumplimos con la obligación de reportar 
nuestros estados de situación, ante el Banco Central del Uruguay y ante la Auditoría General de la 
Nación en lo referente a la sociedad. 


Esta cooperativa cuenta con más de 4.000 asociados y, actualmente, la institución ha prestado 
una cifra superior a los USD 8:000.000, en moneda nacional y en unidades indexadas. Desde que la 
ley de inclusión financiera entró en vigencia, la cooperativa ha adecuado las operaciones crediticias a 
las modificaciones anuales del 5% en los intangibles, de forma de asegurar el reintegro y no 
comprometer la liquidez de los usuarios. Sin embargo, de concretarse este impuesto —hasta el 
momento es un proyecto de ley-, las posibilidades de repago se verán afectadas de forma sustancial. 


El funcionamiento de la cooperativa depende del cumplimiento de las operaciones de 
préstamo y la afectación de esta operativa afectará drásticamente a la institución Caofa como tal, pero 
también a los puestos de trabajo de sus funcionarios. También va a afectar a aquellos que 
indefectiblemente estarán imposibilitados de cumplir con sus obligaciones por una situación 
superviniente, no prevista y por la sola causal del hecho del príncipe. 


SEÑOR VELASCO..- Buenos días, señoras y señores senadores. Soy el coronel Roberto Velasco y en 
mi condición de presidente del Centro de Pasividades de las Fuerzas Armadas y como representante 
designado del Círculo Militar General Artigas, debo expresar que estoy totalmente de acuerdo con lo 
que han expresado quienes me precedieron en el uso de la palabra. 


La edad promedio de la mayoría de las señoras pensionistas y retirados militares que se verán 
afectados por el impuesto que hoy tratamos es mayor a 65 años. Esa es la edad límite del margen 
tomado por la Organización de Estados Americanos en la Convención Interamericana de Protección de 
los Derechos Humanos de las Personas Mayores, aprobada en la segunda sesión plenaria del 15 de 
junio de 2015 y ratificada por ambas cámaras de nuestro país este año, en particular por la Cámara de 
Senadores el 19 de octubre. 


El Gobierno nacional exhorta a los países miembros a ratificar este instrumento, 
reconociendo además que las disposiciones de este documento son vinculantes conduciendo la 
legislación en esta dirección. 


Por lo tanto, es importante destacar algunas definiciones dispuestas en su artículo 2*: 
abandono: la falta de acción deliberada o no para atender de manera integral las necesidades de una 
persona mayor que ponga en peligro su vida o su integridad física, psíquica o moral; discriminación 
múltiple: cualquier distinción, exclusión o restricción hacia la persona mayor fundada en dos o más 
factores de discriminación; discriminación por edad o vejez: cualquier distinción, exclusión o restricción 
basada en la edad que tenga como objeto o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o 
ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en la esfera 
política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública o privada. 


Complementariamente a esto, en el capítulo l!l, artículo 4%, se determinan claramente los 
deberes generales de los Estados parte y en su capítulo IV, artículo 5%, se detallan prístinamente los 
derechos protegidos. 


En este momento hago entrega a la señora presidenta de una copia de lo que acabo de 
expresar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DÍAZ.- Soy el coronel Julio Díaz de la Fuerza Aérea y represento al Centro de Oficiales 
Retirados de las Fuerzas Armadas. Compartimos en su totalidad lo expresado por quienes nos han 
precedido en el uso de la palabra y, simplemente, queremos agregar una cuestión. 


Nuestra preocupación tiene que ver con el perjuicio que le provocaría la aprobación de este 
proyecto de ley al personal militar retirado y a sus familiares que viven en el interior del país, que 
muchas veces deben concurrir por motivos de atención médica a los centros asistenciales 
departamentales y, la mayoría de las veces, a los centros asistenciales de la capital, circunstancia que 
normalmente ocasiona incrementos significativos en los costos que deben pagar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CAMY.- Damos la bienvenida al equipo de análisis de la seguridad social militar que coordina 
el general Hébert Fígoli, a los representantes del Círculo Militar General Artigas, del Club Naval, del 
Centro Militar, del Club Fuerza Aérea y del Centro de Oficiales Retirados de las Fuerzas Armadas, así 
como a los doctores Gonzalo Aguirre Ramírez y Nelson Mosco. 


Si se me permite, quiero establecer el altísimo honor que representa que acompañe a estas 
delegaciones el ex vicepresidente de la República y ex senador, doctor Gonzalo Aguirre Ramírez, que 
fue un ilustre parlamentario que honró esta función como pocos. 


En el marco de lo que es norma en la comisión, queremos ceñirnos al régimen de trabajo 
habitual, es decir, limitarnos a plantear preguntas o eventualmente, hacer algunas manifestaciones que 
no lleven a un debate en este momento porque lo tendremos luego de haber escuchado con atención 
lo que esta calificada delegación ha volcado en un planteamiento muy serio, con análisis estadísticos y 
conceptuales muy trascendentes. 


No obstante, queremos dejar clara nuestra posición en el sentido de que este es un tema muy 
importante y muy serio. Desde ya informamos que demandará algunas reuniones prolongadas y será 
necesario convocar a muchas partes, porque se han hecho consideraciones, tanto desde el punto de 
vista institucional como jurídico y constitucional que me han llamado poderosamente la atención. 


Con su opinión tan calificada, el doctor Aguirre ha establecido con claridad que, a su juicio, 
hay un vicio de inconstitucionalidad notorio y advierte de esa situación a una comisión del Senado en 
base a las referencias a los artículos 67 y 298 de la Constitución de la República. 


El doctor Mosco habló de una situación terminal, por lo cual, estribando en esa definición, 
estamos hablando de un tema realmente complejo, no circunstancial ni meramente atendible por una 
coyuntura. 


En lo personal, esto me ha llevado a preguntarme si este es un problema nuevo que aparece 
hoy en el país; si es solo un tema concerniente a la situación de los pasivos militares o si es un 
problema que vive únicamente el Uruguay. Creo que no, que es un tema mundial y que en el país se 
refleja no solamente en el estamento militar porque tiene causas mucho más profundas, como el 
envejecimiento de la población del país, la baja natalidad, la disminución de la relación activo-pasivo — 
propiciada por la definición política propiamente dicha en el caso militar— y el fuerte gasto en materia de 
seguridad social, que nos ha destacado y del que nos enorgullecemos porque, quizá, en la media 
mundial de población nos ubique en los topes en este aspecto. A esto debemos sumar la emigración de 
gente joven por lo que ello implica en el sistema. Quería hacer esta breve reflexión no para marcar una 
posición política sino generacional de aquellos que nacimos en la década del setenta. La perspectiva 
con la que vemos esta situación es distinta por muchos aspectos que no viene al caso mencionar. Se 
pasó de 43.000 hombres en 1986 a 26.000 o 27.000 en la actualidad. En algunas lecturas que hicimos 
con referencia a este tema que nos interesa mucho, advertimos que se pasó de casi un 40 % del 
producto interno bruto a un 0,6 % de aporte. Pero, paradójicamente, hay 60.000 funcionarios públicos 
más. 


Creemos que este tema debe ser analizado en un contexto general o, por lo menos, 
pretendemos que no se haga meramente desde la perspectiva de que constituye una situación puntual 
de un grupo humano muy importante que es el que engloba a las pasividades militares. Todas las 
demás cajas, a excepción de la Caja Notarial, tienen asistencia del Estado y subsidio. Es más, el 


propio Banco de Previsión Social tuvo que aportar más de USD 1.000:000.000 por el déficit generado 
en 2014 y 2015 y, entre otras cosas, tiene los USD 30:000.000 del lASS de las pasividades militares. 


Reitero que este es un tema complejo e importante sobre el que deberá debatirse en el 
marco de consideraciones que nos abarcan con un sentido de mucha responsabilidad hacia el futuro. 
Digo esto porque he escuchado referencias en cuanto al gasto en esta materia y he advertido que el 
gasto público se ha incrementado en muchas oportunidades más en las que hemos estado de acuerdo. 
Por ejemplo, en el año 2000, el producto interno bruto en educación era poco más del 2 %; 
actualmente se ubica en casi un 5 % y se aspira a que llegue al 6 %. Lo mismo podemos decir con 
respecto a la salud. 


Creemos que sobre este tema habrá que hacer una definición de fondo. En tal sentido, 
aspiramos a que esta comisión —como suele hacerlo- asuma su tratamiento considerando la 
trascendencia que tiene y la responsabilidad que tendremos quienes tomemos una decisión en este 
marco. 


Finalmente un asunto no menor —y como siempre reivindico mi condición de hombre del 
interior, porque tenemos una perspectiva particular en todos los temas, sobre todo los que vivimos en 
los departamentos que tienen sede de dependencia militar- es el tema social y humano, que me 
preocupa, porque involucra a muchas familias y donde inclusive no separo la oficialidad de la tropa. 
Las estadísticas —pido perdón si la memoria me falla pero seguramente me corregirán— dicen que más 
del 50 % de la tropa vive por debajo de la línea de pobreza y el 20 % en la indigencia, pero también sé 
que de la oficialidad solo un tercio tiene casa propia. 


En nuestro pueblo, las misiones de paz y el cobro de jubilaciones o de sueldos en las 
dependencias son situaciones socialmente muy importantes. Esto lo digo en el marco de una definición 
que queremos englobar muy primaria de la defensa de la institución Fuerzas Armadas totalmente 
despojada de otras consideraciones que puede haber pero que a mi generación no le alcanza. 


Agradezco los documentos que nos ha dejado ésta calificada delegación, con representantes 
de quienes custodian las armas de nuestra patria. 


SEÑORA MOREIRA.- Sin ánimo de entrar en polémica —que además ya mantuvimos con quien 
encabeza la delegación— quiero empezar diciendo que el tema, en general, de las pasividades militares 
y de la mal llamada «Caja Militar», el sistema de retiros y pensiones del Estado, está en el debate 
público desde el año 2006. Algunos han concurrido al diálogo sobre la defensa —que fue organizado 
con las Fuerzas Armadas, la Universidad de la República y Naciones Unidas— donde este tema estuvo 
sobre la mesa y se ha demorado mucho en avanzar. 


Voy a empezar por la fundamentación de este proyecto que trae un par de preguntas para la 
delegación. Tuvimos una rendición de cuentas en la que hubo que hacer muchas modificaciones para 
tratar de evitar un recorte en los gastos del Estado y un aumento de la capacidad recaudatoria del 
Estado y a ustedes no se les oculta que en esta comisión hay un proyecto de ley destinado a modificar 
los ajustes del lASS. Olvidemos las pasividades militares, hay otros proyectos destinados a esto. 


El doctor Gonzalo Aguirre dice: «El Estado tiene que cubrir el faltante de lo que aportan 
trabajadores y empleadores». No tengo el dato preciso —por lo que se los quiero pedir a ustedes— de 
qué parte de las erogaciones realiza el Estado por concepto de retiros de jubilaciones y pensiones y 
qué parte aporta el sistema. A mi juicio la relación debe ser 90 % - 10 % u 80 % - 20 %; no lo sé. Digo 
esto porque en el año 1996 se aprobó una reforma de la seguridad social —con la que el Frente Amplio 
no estuvo de acuerdo-— para rescatar el sistema de seguridad social y se hizo en el entendido de que 
los trabajadores y los empleadores se hicieran cargo de estas erogaciones y no fuera el Estado el que 
tuviera que resolver todo eso. Esa fue la idea del equilibrio de la reforma previsional de 1996, con la 
que, insisto, el Frente Amplio no estuvo de acuerdo porque creía en un sistema de solidaridad; pero 
esa es la reforma que hoy está vigente. Entonces, el concepto de que el Estado tenga que poner el 
déficit faltante está adecuado al sentido de «déficit faltante», es decir, a una parte, pero no a todo. En 
este momento, creo que todos ustedes saben que el déficit de la caja militar es muy grande; lo que el 


Estado está aportando para el sistema de pensiones y retiros militares es mucho y ya hemos tenido 
esta discusión con el general Fígoli en el sentido de que no es lo mismo pagar USD 500:000.000 por 
600.000 jubilados que hacerlo por 50.000 jubilados. En líneas generales, esta es la relación que hay 
entre el déficit y la cantidad de pensiones y jubilaciones que se pagan. 


Por otro lado, tengo algunos datos pero me gustaría saber qué opinan ustedes al respecto, 
ya que hoy tenemos una delegación calificadísima e incluso con representantes de dos instituciones 
especializadas en este tema. En la erogación de las jubilaciones, en el monto que se paga: ¿qué parte 
se destina a las jubilaciones del personal superior y qué parte se destina para las del personal 
subalterno? Hago esta pregunta porque este proyecto de ley estaría afectando a las jubilaciones de 
más de $ 50.000 nominales. Si yo, senadora, me jubilara en este momento —pertenezco a la 
desgraciada generación de los cincuentones— no obtendría más de $ 66.000, y hay topes jubilatorios 
mucho más restrictivos para otras profesiones. 


Entonces, mis dos preguntas son: qué parte pone el sistema y qué parte pone el Estado y 
qué parte del déficit se explica por las jubilaciones superiores porque, repito, este proyecto de ley 
afecta a las jubilaciones de más de $ 50.000 nominales. 


Mi tercera pregunta es para el doctor Gonzalo Aguirre. Él señaló que esto es una rebaja a la 
pasividad, es un ajuste, y que se ha aprobado una reforma constitucional en 1989 que impide que se 
hagan ajustes a las pasividades. Pero el razonamiento del doctor Gonzalo Aguirre también vale para el 
lASS, que fue declarado constitucional. Entonces, si el lASS fue declarado constitucional, siendo que el 
espíritu argumental es el mismo que para este proyecto, ¿qué le hace suponer que aquí sí prevalecería 
una inconstitucionalidad? 


En cuarto lugar, en casi todas las exposiciones hay una recurrencia al principio de igualdad 
pero lo cierto es que el sistema de pensiones y retiros militares es el que ha quedado en la 
excepcionalidad. Cuando se proyectó la reforma del 96, se pensó para todos los actores del sistema; 
en la última reforma entró la caja policial. Entonces, el principio de igualdad, justamente, no ha servido 
en este caso. Reitero: el sistema de pensiones y retiros militares es la excepción del sistema. La 
reforma del 96 fue pensada para que todos entraran en un sistema único, por supuesto, con las 
peculiaridades de cada profesión y de cada caso. He escuchado además que este déficit lo tenemos 
que enfrentar entre todos y que se carga contra este colectivo. No es así; lo mismo pasó con la policía 
y con los bancarios. Todo el sistema previsional se fue adecuando a una normativa homogénea, 
consistente con el espíritu de la reforma. En realidad, reitero, el sistema de pensiones y retiros militares 
es la excepción. 


Por último, quiero decir lo siguiente. Muchos de ustedes dan por supuesto que habría menos 
incentivos para entrar a las Fuerzas Armadas como resultado de la aprobación de esta ley; ni hablemos 
de la reforma del sistema de pensiones y retiros militares, que vendrá en algún momento. Tengo la 
impresión de que cuando la gente entra a una profesión no lo hace pensando en la jubilación que va a 
tener, sino porque tiene vocación o por desesperación. Se puede decir que en el interior la entrada a 
las Fuerzas Armadas es en condiciones de restricción de empleo —que funcionaba muy bien en los 
años sesenta—, pero hoy no es tan así. Justamente, este proyecto de ley no va a modificar el retiro del 
personal subalterno, lo que quiere decir que a toda esa gente que ingresa y que se jubila como 
soldado, no la va a afectar, sino a la oficialidad superior. 


Entonces, mi pregunta es la siguiente: ¿ustedes suponen que a partir de la aprobación de 
este proyecto de ley habrá una especie de corrida masiva para jubilarse con el régimen anterior? ¿Es 
este el miedo? ¿O el miedo es que haya menos incentivo para entrar a las Fuerzas Armadas porque 
las jubilaciones superiores van a tener una quita de un 2 % o un 4 %? Entiéndase: la quita de un 2 % o 
un 4 % debe ser equivalente a $ 300, $ 500, $ 1.500; no tengo los números ahora pero estoy segura 
que no es superior a esos montos. Más allá de que es lógico que cualquier institución que defienda los 
derechos de los jubilados y pensionistas de cualquier servicio del Estado o privado tenga que 
manifestarse y defender el valor de las jubilaciones, la hipótesis de que esto va a tener un impacto en 
la carrera militar, en la vocación de las Fuerzas Armadas y en la construcción de la institución no me 
queda clara y no encuentro mucho sustento para firmarla sin más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si les parece, los señores senadores terminarán con las preguntas y luego 
les cedemos el uso de la palabra para que respondan. 


SEÑOR AGUIRRE.- La señora senadora ha hecho una serie de observaciones, algunas de carácter 
fáctico —respecto al porcentaje de las jubilaciones que están gravadas y otras que no-, y otras de 
carácter jurídico. Me parece que lo que procede —salvo mejor opinión de la señora presidenta— es que 
ahora respondamos a la señora senadora. 


(Apoyados). 


SEÑOR FÍGOLI.- Voy a ceder el uso de la palabra al coronel Rivera Elgue —quien se desempeñó 
como director y subdirector del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas- para que 
responda la primera pregunta formulada por la señora senadora Moreira. 


SEÑOR ELGUE.- Buenos días. 


Voy a referirme a varios puntos. Cuando la señora senadora habla del porcentaje de aporte 
que hace el sistema al total del monto que se paga, el general Fígoli explicó que se basa en diferentes 
variables: una, los aportantes, que fue reducida; y, otra, el porcentaje de los salarios, que es el menor 
que paga el Estado: el 13 % por montepío y el 15 % por aporte patronal que comparándolo con la caja 
policial, tal como mencionó la señora senadora —que es el 15 % y el 19 %-, o con la caja bancaria — 
que es el 17.5 % y el 25,5 %- es sensiblemente inferior. Por lo tanto, no hay un concepto de igualdad 
entre los funcionarios del Estado y los que tenemos una misión específica. 


Por otra parte, la masa salarial es la más baja del Estado. La señora senadora lo compara 
con la caja policial donde el 50 % del ingreso de un policía es el sueldo de un soldado. Todas esas 
variables determinan un aporte limitado al sistema. 


El general Fígoli habló del descalce entre el aumento del sueldo de los activos y de los 
pasivos; este es otro determinante de la necesidad de asistencia financiera. Los activos tenemos 
aumento por IPC y los pasivos por índice medio de salarios, que en el transcurso de estos años ha sido 
superior. El conjunto de variables determina la asistencia financiera, no lo determinan solamente los 
sueldos o retiros del personal superior. El impuesto no solo afecta al personal superior, sino al 
subalterno. Se debe considerar, como expresa la redacción, a partir de los $ 50.000, pero se agrega la 
doceava parte del aguinaldo. Por lo tanto, comenzaría a aplicarse a partir de los $ 46.300. 


Quiere decir que esto no solo afecta al personal superior, sino también al subalterno, desde 
la jerarquía de sargento, que se haya acogido al retiro obligatorio. El general fue muy claro cuando dijo 
que este impuesto castiga a los que permanecieron mayor cantidad de tiempo en las Fuerzas 
Armadas, los que se fueron con retiro obligatorio, que son los que perciben pasividades mayores. No 
diferencia solamente al personal superior, sino también al subalterno a partir de la jerarquía de 
sargento. 


La señora senadora Moreira pregunta por qué se iría hoy un activo. Le contesto que lo hace 
porque ve seriamente comprometido su futuro. Ese activo, que normalmente tiene una capacidad o ha 
sido capacitado para insertarse laboralmente, al verse comprometido hoy, con esta especie de tope 
que en sí determina este impuesto y ante un magro salario en actividad, prefiere dedicar esas horas a 
otra actividad, a otra tarea e, incluso, tener la opción de jubilarse por otro sistema. Cuanto más joven 
se retire, más opciones tiene de aportar a otro sistema. 


Entonces, todas esas variables son las que visualizamos que afectan el futuro de las Fuerzas 
Armadas. Hoy, un sargento especialista mecánico tiene capacidad para insertarse laboralmente. Nadie 
entra desesperado pensando en el retiro pero, a medida que pasa el tiempo, cuando hace el cálculo, 
determina cuánto va a cobrar. Si ve que ese impuesto le va a generar un retroceso o que va a pagar 
para estar porque sabe que a partir de cierto monto no va a cobrar más, para qué va a permanecer en 
la fuerza. Eso no solo se ve en el personal superior, sino también en el personal subalterno. ¿Para qué 
se van a quedar los oficiales hasta la jerarquía de coronel? ¿Para qué van a asumir responsabilidades 


en el mando como oficiales generales? ¿Esa vocación va a determinar castigar a su familia? Ese es el 
punto que se tiene que visualizar también. Si bien es un tema económico, todo el mundo tiene derecho 
a una vida digna. 


La señora senadora Moreira tiene derecho a una jubilación y también a una AFAP. Incluso, 
tiene derecho a dos jubilaciones: por el BPS y por la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. Entonces, hay varias opciones que tienen los profesionales universitarios 
si son aportantes. Los militares que se dedican hasta el final de su carrera, tienen este servicio de 
seguridad social. 


La señora senadora hizo otra pregunta sobre los aportes. Para que tenga una idea, el aporte 
por el I|ASS es de USD 28:000.000. Si este impuesto recauda USD 40:000.000, son USD 68:000.000. 
Con este impuesto, se reducirían sensiblemente los haberes de retiro que la señora senadora llama del 
personal superior. Como expliqué, no es solamente del personal superior. Con esos USD 68:000.000, 
no se cubre la asistencia financiera que recibió el sistema por USD 347:000.000 —esa es la cifra real 
que recibió el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas-— en el año 2015, sobre la base 
de cálculo del dólar cotizando a $ 27,01. Ese es el promedio. 


Entonces, con USD 68:000.000 le están faltando más de USD 200:000.000 para cubrir lo que 
falta y con una restricción sensible en los haberes de mayor jerarquía. 


Gracias. 


SEÑOR MOSCO (Nelson).- Voy a contestar, en principio, a la señora senadora Moreira la significación 
que tiene en el monto líquido que queda a cada retirado, de acuerdo con algunas franjas. En realidad, 
la de $ 50.000 nominales corresponde, deducidos todos los descuentos, a $ 42.024. Ahí estamos 
hablando prácticamente de entre el 75 % y el 80 % de los retirados afectados por este impuesto. La 
afectación que tendrá esta franja de retribuciones, es de 16 %. Esta gente recibirá $ 2.328 menos. En 
la franja de los $ 75.000 nominales —que cobra el equivalente a una canasta básica $ 70.000 y pocos 
pesos— tendrá una afectación del 33 %, o sea que aparte de todos los descuentos, como lASS y 
demás, pagará $ 12.617. En la franja de $ 100.000, cerca de $ 85.000 nominales, pagará 41 
% de este impuesto, que equivalen a $ 21.822. 


Podemos hacer llegar esta tabla para que la puedan manejar con solvencia. 


Con relación a la consulta de la señora senadora sobre la adecuación realizada en el año 
1989-1990, quiero aclarar que no está repercutiendo en el costo financiero que tiene el servicio de 
retiros y pensiones militares. El tema central es que debemos pensar en que acá hubo disposiciones 
legales ajenas a los retirados, que fijaron determinadas normas por las cuales el Estado se 
comprometió a pagar ciertas prestaciones. Eso no fue modificado en esa reforma y las obligaciones 
siguieron. Ahora se superponen otras diferentes, por disposición legal, y marcan que el costo del 
servicio es absolutamente ajeno a los operados por quienes reciben prestaciones de servicio. Es el 
Estado el que ha fijado esas retribuciones y ha incentivado a retiros por distintas razones, el que ha 
adecuado situaciones de recomposición de carrera. En esa posición se ha generado esta situación 
fiscal que es absolutamente ajena a ello. 


Por ello entendemos que la contribución a la financiación de esta —como tantas otras 
situaciones presupuestales, la tiene que hacer el colectivo y no un solo sector, de quienes en este caso 
son pacientes de la situación generada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tal como se había previsto, luego de la presentación de los invitados los 
señores senadores podían hacer sus preguntas. 


Sé que el señor Aguirre quiere responder a la señora senadora Moreira y lo podrá hacer, solo 
que el señor senador Michelini se debe retirar y había solicitado la palabra. 


Por lo tanto, si hay acuerdo, la presidencia cede la palabra al señor senador Michelini y luego 
podrá hacer uso de la palabra el señor Gonzalo Aguirre. 


SEÑOR MICHELINI.- Como debo retirarme, los señores senadores Delgado y Amorín me han cedido 
su lugar, por cuanto les agradezco. 


Obviamente a nadie le gustan los impuestos y es algo que está en la naturaleza humana. 


No voy polemizar con el exvicepresidente y exsenador Gonzalo Aguirre sobre el tema 
constitucional porque uno no es tonto, sería como subirse a palos podridos y lógicamente perdería esa 
discusión constitucional. 


Obviamente todos sabemos que el impuesto es transitorio porque se debe reformar la caja y 
el Gobierno tiene estas necesidades, que son independientes al decreto o no de la constitucionalidad 
del tema. 


En cuanto a los dos aspectos que los invitados mencionaron con respecto al tema de la 
franja y al de la doble imposición —o sea que se pone sobre el mismo monto y no sobre el monto que 
queda después del lASS— de mi parte, por lo menos, pondré especial énfasis y los estudiaré bien, para 
ver si le encontramos un giro. Por lo menos me comprometo a estudiarlo. 


Me gustaría hacer una pregunta, porque sé que la respuesta quedará en la versión 
taquigráfica, o tal vez la señora presidenta pueda permitir que se responda rápidamente. ¿Cuánto se 
recauda por concepto de Montepío? Según tengo entendido, son 30 años de aporte... 


(Dialogados). 
—Es decir que son 36 años de aporte y se recauda algo más de dos mil millones de pesos. 
Muchas gracias. 


SEÑOR AGUIRRE.- Lamento que la señora senadora Moreira se haya retirado transitoriamente de 
sala, pero como en varias oportunidades me citó por mi nombre y apellido y además hizo preguntas 
jurídicas le voy a contestar, y después ella tomará conocimiento a través de la versión taquigráfica. 


En primer lugar, la señora senadora Moreira preguntó por la asistencia financiera que deberá 
proporcional el Estado si fuera necesario y cuestionó que esto tuviera un determinado monto; dijo que 
si era excesivo no lo debería cubrir el Estado. Lo que ocurre es que esto no se hace por deseo de 
nadie en particular, ni del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas sino porque así lo 
dispone la Constitución. Precisamente, la Constitución establece que el recurso supletorio para 
financiar el pago de las pasividades militares, de todas las pasividades, es «La asistencia financiera 
que deberá proporcionar el Estado, si fuera necesario». En este caso es necesario hasta el monto del 
desnivel entre lo que entra y lo que debe pagarse. 


Por lo tanto, esto no es porque al doctor Aguirre le parezca sino porque así lo dispone la 
Constitución de la República y la debemos cumplir nos guste o no nos guste, nos parezca o no 
razonable lo que dispone. Esto surge del pensamiento de Artigas en su célebre oración inaugural del 
Congreso de Abril, cuando expresó: «Es muy veleidosa la probidad de los hombres; sólo el freno de la 
constitución puede afirmarla». ¡Aquí no es cuestión de que nos parezca bien o nos parezca mal! Si nos 
parece mal lo que dispone la Constitución lo que hay que hacer es reformarla, pero en tanto esté 
vigente, hay que cumplirla. 


En segundo término, la señora senadora Moreira dijo, con razón, que el hecho de que el 
impuesto signifique una rebaja en la pasividad es igual a lo que sucede con el |ASS, que supone una 


rebaja de las pasividades con carácter general. Ella afirma que la jurisprudencia de la Suprema Corte 
de Justicia ha declarado constitucional el lASS. 


Vamos a ir por partes. La Suprema Corte de Justicia, con una integración donde estaba en 
funciones la doctora Sara Bossio, determinó que el IRPF a las jubilaciones era inconstitucional. Al 
cambiar la integración e ingresar el doctor Larrié por la doctora Bossio, por tres contra dos —no por 
unanimidad-— se declaró constitucional el lASS. 


Ahora bien, como todos sabemos, en nuestro país —a la inversa de lo que ocurre en los 
países anglosajones que se rigen por el sistema del common law— la jurisprudencia no es fuente de 
derecho. Esto no quiere decir que la jurisprudencia no tiene importancia, pero varía; hay 
jurisprudencias invariables en determinado punto como, por ejemplo, en el asunto de los derechos del 
concubino cuando el sistema legal era totalmente distinto al actual. Sin embargo, un día vino una 
sentencia del famoso ministro de la Suprema Corte de Justicia, Víctor Armand Ugón, y cambió el 
sistema, así que el hecho de que haya una jurisprudencia por tres contra dos en un sentido no asegura 
que no la vaya a haber en otro. Entre los retirados militares y las autoridades de los centros hay 
ambiente para volver a impugnar el lASS a las jubilaciones. ¿Por qué? Porque la integración de la 
Suprema Corte de Justicia está variando aceleradamente. Cuando la Corte declaró constitucional el 
lASS, la integración era la siguiente: los doctores Van Rompaey y Gutiérrez, más adelante ingresó el 
doctor Larrié, el doctor Chalar —que luego falleció, aunque creo que no lo había votado-— y el doctor 
Ruibal, pero ahora es totalmente diferente. ¿Qué asegura que se va a mantener la misma 
jurisprudencia? Ahora está integrada por el doctor Hounie, la doctora Martínez, el doctor Chediak, el 
doctor Larrieux, que votó por la constitucionalidad y se retira, y el doctor Pérez Manrique, que nunca 
votó sobre este tributo. Aparte del hecho de que la jurisprudencia no es fuente de derecho, este 
argumento no es válido. Eso no asegura nada. Por el hecho de que una sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia declare constitucional o inconstitucional un tributo, no se asegura que realmente lo sea. 


Por último, la señora senadora hizo referencia al principio de igualdad. Como yo no aludí a 
este como fundamento de mi aseveración de que el impuesto que se proyecta va a ser inconstitucional, 
no tengo nada que decir al respecto. Entre otras cosas, quiero señalar que cuando patrocino clientes 
que promueven acciones de inconstitucionalidad, casi nunca invoco el principio de igualdad. ¿Por qué? 
Porque aquí sí en forma invariable desde toda la vida la Suprema Corte nunca hace lugar, salvo alguna 
excepción rara, a la declaración de inconstitucionalidad basándose en el principio de igualdad. 


Esto era cuanto quería decir sobre las interrogantes que planteó la señora senadora Moreira. 


SEÑOR DELGADO (Álvaro).- Quiero agradecer a la delegación que nos visita —hago mías las 
palabras del señor senador Camy-, no solo a los representantes de los diferentes clubes de oficiales 
retirados, sino además al general Fígoli -que es el que está manejando este tema-— y a sus asesores, 
en especial, a los asesores jurídicos y con un afecto especial al doctor Gonzalo Aguirre. 


Este es un tema particular porque las Fuerzas Armadas como tal lo son. No estamos 
hablando del sistema general o común, ni siquiera de otras cajas, sino de un servicio que es muy 
particular. No voy a hacer consideraciones políticas porque me parece que ese es un debate que 
tenemos que dar nosotros, sino que simplemente voy a hacer una introducción para plantear algunas 
preguntas concretas. Además, no solo es muy particular por cómo funciona, por los derechos y las 
obligaciones que tienen —entre otras cosas, están sometidos a jerarquía—, sino también por una 
cantidad de beneficios que perciben otros funcionarios públicos y no los reciben las Fuerzas Armadas. 


Desde el año 1985 en adelante, fue cambiando mucho la relación pasivo — activo o 
viceversa, entre otras cosas, por decisiones de este Cuerpo legislativo. Los que nos antecedieron 
tomaron decisiones, con las mayorías correspondientes o por unanimidad, que podrán gustar más o 
menos pero notoriamente incidieron sobre esta relación hasta llegar casi al dos a uno. 


Ante esta situación, lo que hoy les estamos diciendo es: «Bueno, en definitiva, aquellos sobre 
los que incidimos y generamos esta realidad, ahora háganse cargo de muchas de las consecuencias 
de las decisiones que tomó este Cuerpo legislativo desde 1985 a la fecha». Me parece que eso amerita 


un especial pronunciamiento y centra el tema. La decisión no solamente comprende a las Fuerzas 
Armadas, sino que nos involucra a todos. 


La segunda reflexión que quiero hacer refiere al segundo impuesto sobre el mismo hecho 
generador —tengo un matiz con lo que señaló el señor senador Michelini- porque no es en función de 
cómo se computa, es decir, si hay deducción o no del nominal o qué cifra se toma para imputar el 
nuevo impuesto, sino que es el mismo hecho generador que cobra dos veces el mismo impuesto. 


Creo, señora presidenta, que estamos ante un proyecto de ley que, además, se dice que es 
transitorio porque habla de una futura reforma del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas y hasta pone fechas cuando, en realidad, todos sabemos que muchas veces las fechas 
responden a realidades políticas y a coyunturas, y no hay nada más permanente que lo provisorio. 


Quizás sería sano abordar la situación del sistema de retiro cuando se considere la totalidad 
del sistema que, entre otras cosas, involucra a las propias cartas orgánicas de las diferentes armas y 
no poner parches en función de la necesidad de conseguir plata cuando muchas de las situaciones de 
financiamiento o asistencia se están dando por decisiones políticas de este Parlamento. 


Nos gustaría plantearle dos o tres preguntas a la delegación sobre sus exposiciones, más 
allá de que seguramente después invitemos a otras delegaciones para hablar sobre esta iniciativa 
porque se ha hablado hasta de temas constitucionales y tributarios, además de lo conceptual. 


Voy a hablar primero de un tema conceptual. Creo que debemos tomar en cuenta esto porque 
nos estamos acostumbrando a que haya demasiadas leyes cuya constitucionalidad termina 
sucumbiendo ante algunas acciones que toman aquellos que tienen la legitimación para hacerlo con el 
debido proceso, que cuenta con todas las garantías. Ante la duda, pienso que está bueno que, en la 
medida de lo posible, busquemos los asesoramientos correspondientes para no avanzar una vez más 
—más allá de posiciones ideológicas, que son respetables pero que no comparto— considerando esto 
únicamente desde el punto de vista ideológico. 


Nuestros invitados hicieron referencia a dos aspectos. El primero es que este impuesto 
podría afectar entre un 75% y un 80 % de los retirados y hablaron de oficiales y de personal subalterno, 
lo que significa que el espectro es mayor. Hay mucho nerviosismo en las familias de los oficiales 
retirados, así como también en las del personal retirado subalterno. Por esta razón, nos gustaría que 
profundizaran un poco sobre este tema. Quisiera saber la cantidad de personas eventualmente 
afectadas por este presunto proyecto de ley que fija un segundo impuesto sobre un mismo hecho 
generador y de ellos cuántos son oficiales retirados y cuánto personal subalterno. Lo pregunto porque 
en alguna de las intervenciones que se realizaron escuché esta afirmación que encendió una luz 
amarilla de alerta porque muestra que esto no es solamente para los oficiales, que algunos podrían 
presumir que tienen determinado nivel jubilatorio, más allá de que, según los cálculos y los datos que 
tenemos, alcanza al 50 % de los que se jubilan. Independientemente de que esté bien o mal, se jubilan 
y es legal. No es cuestión de catalogar ni ética ni moralmente si la jubilación es mucha o poca; es legal, 
se jubilan en función de las leyes que hoy están vigentes y punto. Reiteramos que nos gustaría saber 
cuántos oficiales retirados y cuánto personal subalterno se verá afectado por este nuevo impuesto. 
Principalmente nos interesa saber la cantidad de personas eventualmente afectadas. 


En segundo término, queríamos preguntar sobre algo que mencionaron el general Fígoli y 
alguien más y que nos preocupa porque no afecta solamente a este colectivo sino que repercute en 
todo el sistema y en el servicio de sanidad. También escuchamos que sobre este tema hay un gran 
nerviosismo y nos gustaría saber cómo afecta porque el servicio de sanidad de las Fuerzas Armadas 
atiende a alrededor de 180.000 personas, brindando cobertura sanitaria a los oficiales, al personal 
subalterno y a sus familias. Si esto contribuye a empeorar el sistema, habrá un rebote inmediato en el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, porque esto está fuera de él y, tengamos en cuenta que tiene 
grandes problemas. 


Me gustaría pedirles que profundizaran en la respuesta a la primera pregunta y a esta última, 
que nos dijeran cómo entienden que esto afecta al servicio de sanidad de las Fuerzas Armadas. 


SEÑOR AMORÍN.- Antes que nada doy la bienvenida a todas las delegaciones. Voy a hacer referencia 
a temas conceptuales y después plantearé una pregunta. Creo que este es un tema importante que 
deberíamos tomar como una globalidad y no hablar solo de pasivos, sino de pasivos y activos. 


Podemos analizar el déficit que tiene el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas -llamémosle déficit, aunque el tema es discutible—, pero también tenemos que mirar qué está 
pasando con los activos porque estas son dos caras de una misma moneda. Lo que está pasando es 
que el Ministerio de Defensa Nacional o el Estado está gastando mucho menos en los activos porque 
son muchos menos y ganan mucho peor, y seguramente está gastando más en pasividades. En 1986 
había 46.000 activos y alrededor de 20.000 pasivos, pero hoy hay 26.000 activos, es decir que el tema 
se dio vuelta. Se está gastando mucho menos en los activos y lógicamente se está gastando mucho 
más en los pasivos. 


Además, ha pasado otra cosa que es muy interesante y es que, como ha dicho claramente el 
doctor Aguirre, de acuerdo a la Constitución lo que perciben los pasivos aumenta por el Índice Medio 
de Salarios y lo de los activos se incrementa por el Índice de Precios al Consumo; y en estos últimos 
doce o trece años ha aumentado más el Índice Medio de Salarios que el Índice de Precios al Consumo. 
Estas cosas debemos tenerlas en cuenta. Creo que no podemos mirar solo el servicio de retiros, sino 
que debemos considerar todo, la globalidad. Esto tiene que ser parte de una ley mucho más amplia 
que es la que seguramente vendrá el año que viene. Cuando el ministro Astori hizo los anuncios —que 
obviamente tienen que ver con el importante déficit fiscal que tiene el país y no con las Fuerzas 
Armadas-, dijo que había un déficit de cuatrocientos millones —que en realidad serán trescientos 
setenta millones, pero igual es un déficit importante— y que teníamos que atacar globalmente al 
sistema. Creo que eso es lo importante; tenemos que ver el asunto en la globalidad y no solo la parte 
que parece más fácil de atacar. Por supuesto, después discutiremos los detalles de este tema en la 
comisión. 


Hay un punto de los que tocó el señor senador Delgado que sí me preocupa. ¿Qué van a 
hacer los activos con estos cambios? En cierta forma coincido con lo señalado por la señora senadora 
Moreira en cuanto a que es un tema de vocación. No tengo duda de que la gran mayoría de los 
oficiales de las Fuerzas Armadas están ahí por un tema absolutamente vocacional y es probable que 
esa vocación siga existiendo con mucha fuerza aunque vean que su futuro puede ser un poco más 
complejo. 


Ahora bien, en lo que respecta a sanidad militar, conozco gente que trabaja allí y que no se 
trata de vocación. Por ejemplo, las enfermas o las nurses están allí porque tienen un trabajo y, aunque 
ganan mucho menos que en otras instituciones, saben que al final del camino hay una recompensa, 
que es la jubilación. Lo mismo pasa con los médicos, que ganan mucho menos en sanidad militar que 
en otras instituciones públicas o privadas en las que tendrían oportunidad de trabajar. Me parece que 
este tema sí es central porque, en este caso, la vocación no es tan clara. A lo mejor me equivoco y por 
eso lo pregunto. Creo que una enfermera que trabaja en el Hospital Militar no tiene vocación de 
servicio militar. Tiene un trabajo en el que le pagan menos que en otro lado, pero va a tener una 
jubilación mejor. No hace mucho un militar me dijo: «Somos padres pobres y abuelos ricos. Ganamos 
mucho mejor cuando nos jubilamos. Durante toda la carrera pasamos peleando y nos jubilamos 
bastante mejor». 


En el caso del servicio de sanidad de las Fuerzas Armadas, me parece que esto sí puede 
tener un resultado terrible y que puede llegar a desarmarlo. Concretamente, me gustaría saber si eso 
es así o si solo es la impresión de alguien que no conoce mucho del tema. 


SEÑOR CORUJO.- Buenos días, agradezco la invitación. Mi nombre es Hugo Corujo y soy coronel 
retirado de la Fuerza Aérea. En particular quería contestar una pregunta de la señora senadora Moreira 
que quedó pendiente. Además, agradezco que el señor senador haya planteado su inquietud porque 
demuestra el interés que tiene en profundizar en el tema. 


La señora senadora Moreira decía que no veía con claridad —le pido que me corrija si no es 
así- cómo el impuesto podía afectar la decisión de quienes estuvieran en actividad. En ese sentido y 
tomando lo que refiere a la ley de defensa, debo decir que en general aquí hay un tema de vocación. 


En lo personal, ingresé a la carrera militar en el año 1976, lo hice de forma totalmente 
vocacional y, si volviera a nacer, haría lo mismo. Además, estudié derecho, pero obviamente lo primero 
fue la carrera militar. Evidentemente, hay un sentimiento, la vocación se siente y eso hace una 
diferencia entre el civil y el militar; el hecho de usar uniforme y demás. Pero, ¿qué sucede? A lo largo 
de nuestra carrera, la vocación tiene que ir acompañada de un logro personal y profesional. 
Afortunadamente, quienes estamos aquí, mal o bien pudimos hacer nuestra carrera y obtener esos 
logros desde el punto de vista profesional. Cuando uno mira hacia adelante, no piensa tanto en lo que 
está ganando porque, si lo hiciera, quizás tomaría otras opciones. No olvidemos que, en mi caso, 
ingresé en el año 1976, pero los jóvenes de hoy son producto de la globalización y lo que no obtengan 
aquí lo van a buscar en otro lado. Lo veo con mis hijos, que no se atan a nada. Nosotros hicimos una 
carrera, con sueldos que ustedes conocen muy bien y para poder educar a nuestros hijos hemos tenido 
que administrarnos muy bien. Esa es la realidad y, en la actualidad, muchos de los retirados ayudan a 
sus nietos dentro de sus posibilidades. En consecuencia, los jóvenes, al no tener una cierta 
perspectiva, eligen otras opciones. Pero me parece que lo más grave de todo esto —y lo digo como 
ciudadano- es que todo lo que la sociedad ha invertido en nuestra formación se lo llevan otros países. 


La realidad de la Fuerza Aérea —que es la que más conozco- es que, con algo más de veinte 
años, los jóvenes que ya son pilotos y dominan todo lo relativo a la computación —hay que tener en 
cuenta que actualmente el piloto solo toca el avión al decolar y al aterrizar, porque en el resto del viaje 
maneja todo por computadora-, si tienen algunas horas de vuelo se van a trabajar a las líneas aéreas. 
¿Cómo no los van a tomar si no les tienen que enseñar nada? El Estado uruguayo fue el que invirtió 
en toda su preparación. Obviamente, ahí se responde la pregunta formulada en cuanto a cómo se 
puede explicar esto. Esa es la realidad. Es muy importante lo que se dijo sobre la ley de defensa y su 
demora. Evidentemente, el punto que se está tratando minimizaría el problema. ¿Por qué? En el año 
2010 se expide la ley de defensa. Luego, por decreto, está la política de defensa y, con posterioridad, 
la política militar de defensa. Hasta ahora, lo único que se ha hecho ha sido una ley marco; no se ha 
hecho absolutamente nada. Entonces, ¿qué es lo que ocurre? En lo que tiene que ver con las Fuerzas 
Armadas, todo esto va de la mano. 


Por lo tanto, parecería un principio básico de administración. Un gran profesor de 
administración de empresa en la Escuela de Administración, el señor Fernández Tuneu, decía que 
administrar era guiar los recursos humanos en unidades de organización dinámica para satisfacer a 
aquellos a quienes se sirve. En consecuencia, por un principio de administración, la pregunta que 
deberíamos plantearnos sería: ¿qué Fuerzas Armadas queremos tener? Si las queremos tener, ¿para 
qué las queremos? ¿Qué preparación les vamos a dar? Creo que el proceso debería ser el inverso. 
¿Qué oficial —por referirme a la carrera militar específicamente—- queremos tener? ¿Qué tiene que 
saber ese oficial desde el punto de vista técnico y del derecho? El proceso es hacia atrás. 


Por el estatuto militar que rige durante toda nuestra vida —en este momento, por ejemplo, 
incluso retirados—, estamos sujetos a los tribunales militares, donde las decisiones no se toman en 
función de la prueba, sino de la convicción de ese órgano. ¿Y qué es lo que supone? Las sanciones 
disciplinarias de un tribunal de honor pueden ir desde una situación de no disponibilidad por sesenta 
días hasta un año con el 50% del sueldo e, incluso, en el caso de quienes estamos retirados, podemos 
ser sancionados con el no cobro de un tercio de nuestro retiro. Es decir, simplemente quería mencionar 
un dato de que realmente es muy distinta la actividad militar a las otras. 


Cuando se transcurre por esa carrera, obviamente, se piensa que al final todo aquel esfuerzo, 
en parte, va a ser gratificado. Hoy nos encontramos con esta situación que realmente afecta y mucho a 
quien está en actividad. Por una cuestión de respeto hacia los comandantes en jefe prefiero finalizar 
mis comentarios acá. Quizás los comandantes en jefe que están en actividad podrían dar muchos más 
datos acerca de lo que acabo de decir. 


SEÑOR FÍGOLI.- La dinámica de las diferentes intervenciones puede hacer que uno pierda el hilo 
conductor de esta suerte de intercambio de opiniones o de análisis muy primario, muy primigenio del 
tema. Quedó una pregunta flotando que fue expresada por la senadora Moreira y refería a qué podría 
afectar la probabilidad de futuros reclutamientos o ingresos a las escuelas de formación profesional 
militar. 


Estamos hablando del ámbito castrense, caracterizado obviamente por su especificidad, pero 
también debemos considerar que estamos en el siglo xxi y la información de que disponen los jóvenes 
actualmente para acceder a los institutos militares es mucho más amplia y profusa que la que tuvimos 
hace cincuenta o sesenta años. De ahí que sea natural que el joven, en función de la actual 
preparación y la influencia de los medios de comunicación, esté plenamente informado sobre cuáles 
serán sus expectativas a la hora de ingresar a los institutos de formación militar y no pasará 
desapercibida cuál será la situación que vivirá durante el período de actividad. Todos ingresamos a las 
escuelas sabiendo que de ninguna manera íbamos a llegar a ricos, pero sí íbamos a tener salarios que 
nos permitirían llevar una vida digna, tanto en actividad como en la pasividad o como jubilados, por 
decirlo en un término no tan militar. 


Si bien no tenemos aquí los datos de una encuesta de opinión ni de una investigación 
científica que permita comprobar lo que estamos expresando, creemos que se permeabiliza la 
sensación de que esto puede afectar expectativas de futuro en cuanto a que hoy el joven sabe muy 
bien cuál puede ser el transcurso de su vida. 


Con respecto a las preguntas del señor senador Delgado, debo decir que obviamente 
nosotros no disponemos de cifras con grado de detalle; estas son manejadas por los servicios 
especializados, como el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas e, inclusive, el propio 
Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑOR DELGADO (Álvaro).- Nos gustaría conocer cifras aproximadas. 


SEÑOR FÍGOLI.- De todas maneras, pensamos que estaría afectando a un 20 % de los retiros y 
pensiones militares. De este porcentaje, grosso modo podríamos identificar que estaría afectando a 
aproximadamente un 80 % del personal superior y pensionistas de personal superior y un 20 % del 
personal subalterno y pensionistas de personal subalterno. Esas son cifras que podrían ser precisadas 
por los servicios técnicos. 


Consideramos muy importante la pregunta formulada por el señor senador sobre el impacto 
en el servicio de sanidad militar. Si bien sobre este aspecto ya mencioné algo en oportunidad de hacer 
la presentación, creo que sería bueno que el propio director de sanidad militar pudiera expresar las 
consecuencias que él presume se pueden dar. 


De todas maneras, nosotros estamos permanentemente interactuando —en lo personal 
lamentablemente ya como sexagenario avanzado; el señor senador Camy es muy joven y le llevo 
muchísimos años— con los servicios del Hospital Militar y, obviamente, ante esta incertidumbre, se 
respira la posibilidad —-en muchos casos ya concretada— de una suerte de fuga del sistema por parte de 
los técnicos, especialistas, doctores, etcétera. 


Dentro del despliegue territorial que tenemos, incluida la guarnición más alejada de 
Montevideo, nuestros profesionales médicos, enfermeros y personal de sanidad participan en los 
contingentes desplegados en operaciones de paz y en operaciones de ultramar. O sea que, más allá 
de lo que pueda significar la reducción de personal médico y especialistas y de lo que puede ser el 
funcionamiento de los diferentes IMAE —tema que nos preocupa muchísimo—, se podría ver afectada la 
atención a más de 150.000 usuarios con sus respectivas familias. Aclaro que aquí comprendemos a 
personal superior y personal subalterno, esposas, hijos, cónyuges, parejas, en fin, a todos los que por 
ley les corresponde la cobertura del sistema de salud militar, que también es vital para el 
funcionamiento del sistema de salud nacional. 


SEÑOR VELASCO.- Voy a hacerle una aclaración al señor senador Amorín. Hace más de 20 años que 
me desempeño —no se asusten— como instructor de los médicos militares en la Escuela de Sanidad de 
las Fuerzas Armadas. Obviamente que como coronel de infantería y profesor de historia les enseño 
temas militares. Todos fueron mis alumnos, desde los coroneles de sanidad hasta los alféreces 
ingresados este año. Le puedo asegurar que su espíritu militar y de servicio ante la carencia de 
personal que tiene sanidad militar hace que funcione casi tan bien como un hospital del primer mundo. 
Tiene una metamorfosis en su evolución militar. Los veo en tres estadios de su carrera: alférez, curso 


de teniente primero, curso de mayores. Además, los ayudo a preparar el concurso para ascender a 
coronel. Es interesante verlos por su espíritu militar, entrega y dedicación a pesar —como bien dijo el 
señor senador— de que ganan menos que en una institución privada. Los coroneles, entre otras cosas, 
por ley, aportamos un 4 % de nuestro salario a sanidad militar por concepto de solidaridad con el resto 
de la masa de usuarios porque indudablemente el soldado que gana mucho menos aporta mucho 
menos que nosotros. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MOSCO.- Cuando hablamos de un 80 % nos referimos a los afectados en el marco de un 
entorno de $ 46.000 a $ 50.000 líquidos. Eso de alguna manera es menos que el tope que fija el Banco 
de Previsión Social para las retribuciones máximas de sus beneficiarios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por la valiosa información que nos han brindado. 


SEÑOR FÍGOLI.- Agradecemos sinceramente a toda la Comisión de Hacienda y quedamos a vuestra 
disposición. 


(Se retiran de sala las delegaciones del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas; 
Centro Militar; Club Fuerza Aérea; Club Naval; Equipo de Análisis de la Seguridad Social Militar; Centro 
de Pasividades de las Fuerzas Armadas; Círculo Militar y Centro de Oficiales Retirados de las Fuerzas 
Armadas). 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión resuelve invitar para las próximas sesiones al ministro de 
Defensa Nacional, acompañado del director nacional de sanidad de las Fuerzas Armadas, al ministro 
de Economía y Finanzas, y a las cátedras de derecho constitucional y de derecho tributario. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 12:22). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


